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I. POLÍTICAS ACTUALES DE SEGURIDAD EN AMÉRICA LATINA                                       ¿OPORTUNIDAD O AMENAZA PARA LA INTEGRACIÓN?
Las siguientes páginas tienen como objetivo presentar un panorama general en torno al tema de las actuales políticas de seguridad y su impacto en las relaciones de integración. Se busca así analizar si las estrategias de seguridad logran acercar a los gobiernos de la región hacia posiciones comunes o si, por el contrario, generan mayores tensiones entre los mismos.

Las bases de la discordia o de cómo una decisión “de política interna” nos cambia el panorama

A mediados de Julio del presente año el gobierno colombiano anunció públicamente la firma de un convenio de cooperación militar con el gobierno de EE.UU. a raíz del cierre de la base norteamericana en Manta, Ecuador. 
Las autoridades colombianas fueron enfáticas al declarar que el propósito de tal convenio era la lucha contra el narcotráfico y el terrorismo en el territorio colombiano y que tal decisión no debía en lo absoluto afectar las relaciones con terceros estados. En el transcurso de las semanas que siguieron a este anuncio se fueron conociendo más detalles sobre las bases que serían utilizadas por los militares y técnicos norteamericanos: las bases del Ejército en Larandia (sur, departamento de Caquetá) y Tolemaida (centro, Cundinamarca y Tolima); las aéreas de Malambo (norte, Atlántico), Palanquero (centro, Cundinamarca) y Apiay (sur, Meta), así como en las navales de Cartagena (norte) y Málaga, en el Pacífico. Como parte del discurso oficial, los ministros de la defensa y la cancillería colombiana reiteraron en diversas ocasiones que las bases eran “bases colombianas” en las que “se brindaba acceso” a Norteamérica. 

Las reacciones de los países vecinos no se hicieron esperar. Venezuela, país que comparte la frontera más larga con Colombia (aproximadamente 2.200 Km) condenó duramente la decisión y procedió a retirar a su embajador en Bogotá. Otros países, como Brasil, Chile y Argentina, exigieron claridad y precisión sobre las bases del acuerdo, pues a pesar de las declaraciones del gobierno de Colombia poco se sabe sobre el alcance del mismo, como por ejemplo el tipo de equipos de inteligencia que serían utilizados. Los presidentes de Nicaragua y Bolivia denunciaron el acuerdo como “una amenaza “y como una nueva forma de “ocupación” por parte de los EE.UU. hacia América Latina. 

A pesar de la crítica y las condenas, el gobierno colombiano se ha mostrado firme en su decisión de permitir el uso de siete bases militares en su territorio a militares estadounidenses. No es posible dejar de preguntarnos qué expectativas reales y cálculos políticos habían hecho los gobiernos de la región después del cierre de la base de Manta. Colombia es hoy por hoy el principal aliado militar de EE.UU. en Suramérica, habiendo recibido desde el año 2000 más de US$ 5.000 millones en asistencia militar contra el narcotráfico en el marco del Plan Colombia. La posición de varios países latinoamericanos, ha estado enfocada en percibir el acuerdo como una abierta amenaza para su seguridad. 
Para otros actores en la región, como podrían ser el caso de Perú o hasta la posición casi complaciente del nuevo mandatario panameño, el escenario es más bien de espera y de búsqueda de mayores explicaciones ante el desconocimiento generalizado sobre los detalles del acuerdo. Tal situación nos lleva necesariamente a concluir que las “bases de la discordia” sólo han servido para exacerbar tensiones ya existentes en una América Latina dividida por alianzas político-económicas fundamentadas en proyectos políticos particulares y sub-regionales.

Se estima que EE.UU. tiene en aguas del Caribe buques de guerra que cuentan con la misma, e incluso mejor tecnología que la que instalarán en Colombia. A pocas millas náuticas del mar territorial de Venezuela, radares de última generación, aviones con tecnología stealth y otras muestras del poderío militar norteamericano, se pasean libremente, y con posibilidades de hacer hoy, en este instante, todo eso que anuncian algunos que harán con las bases. 
En conclusión, Estados Unidos no necesita en lo absoluto estas bases para llevar a cabo esas acciones que muchos indican. Ciertamente se aprecia un exceso de retórica, sin embargo, las bases tienen un significado de ampliación territorial de la presencia militar de EE.UU. que molesta a la mayoría de países vecinos, especialmente en un contexto en donde se está reivindicando la autonomía regional. 
Integración y seguridad: algunas coordenadas de referencia
Una corriente teórica sostiene que los elementos claves para la seguridad internacional contemporánea
 son: la democracia como forma de gobierno, respeto a los Derechos Humanos como principio básico del comportamiento estatal y libre comercio como vía para el desarrollo. 

No debe pensarse que un proceso de integración signifique que los estados involucrados cedan en sus intereses nacionales para beneficio de sus vecinos, o peor aún, en detrimento del bienestar propio. Por el contrario, el proceso de integración es en sí mismo la materialización del interés nacional de los estados latinoamericanos, de tal manera que la integración debe verse en primer lugar como una ampliación del campo de posibilidades del interés nacional.
Esto permitiría, por ejemplo, aprovechar las grandes regiones suramericanas y desarrollar lo que ya en la Comunidad Suramericana de Naciones venían algunos proponiendo, en cuanto a corredores que desde el Atlántico al Pacífico faciliten a los estados de cada costa aprovechar también los accesos a la otra que por naturaleza se les presenta inaccesible. Esto no solamente aceleraría el desarrollo de infraestructuras de gran escala, sino que generando un comercio intenso, produciría el poblamiento de muchas regiones que hoy se encuentran bajo el control de grupos guerrilleros.
La integración debe llevar a los estados a superar esa dinámica de fragmentación fronteriza que, junto con brindar oportunidades, presenta también desafíos particulares en materia de seguridad y defensa
. 

Un proceso de integración en áreas tan sensibles como la defensa y la seguridad plantea dificultades importantes. Entre ellas destacamos dos: a) la importancia que los distintos países otorgan a su seguridad nacional como elemento prioritario, que se entiende como la concepción superlativa del interés nacional, y b) la preeminencia de diseños de seguridad global que trascienden y buscan determinar las políticas y compromisos a nivel hemisférico
, que puede significar la influencia de actores ajenos a la realidad latinoamericana como los EE.UU., que pudieran plantearse objetivos estratégicos distintos a los de la región.

El ideal integrador ha formado parte de la retorica de los mandatarios regionales por décadas. Son muchos los mecanismos que han surgido en función de acelerar un proceso de integración que permita a los países del continente disfrutar de los beneficios que todo proceso integrador debe traer consigo: condiciones favorables para el comercio intrarregional, mecanismos conjuntos de resolución de conflictos, posiciones políticas comunes ante conflictos con terceros estados, entre otros.

¿Qué ha marcado consistentemente el proceso de integración latinoamericana? Tal vez la lejanía de un verdadero concepto integrador común a todas las naciones y el cómodo acomodo a procesos de interconexión que facilitan un sin número de transacciones (económicas, políticas, culturales, etc.) que efectivamente conectan a los países latinoamericanos pero que no necesariamente los integran. No nos referimos aquí solamente a la clara ausencia de coordinación macroeconómica y la carencia de instituciones sólidas y comunes sino también -y esto es un elemento fundamental de los procesos integradores- a la falta de mecanismos regionales de resolución de conflicto efectivos y permanentes. 

Vemos entonces cómo en temas de seguridad regional nos encontramos con un continente que va construyendo mecanismos ad hoc de resolución de controversias, resultado de la falta de una propuesta de integración que rebase los liderazgos sub-regionales y las sospechas mutuas. 
La Cumbre de la Unión de Naciones Sudamericanas (Unasur) realizada en Bariloche a finales del mes de agosto de este año puso nuevamente de manifiesto las enormes brechas y fracturas de la integración en la región. A pesar del malestar demostrado por el Presidente brasileño, el mismo no parece haber logrado el objetivo central de la reunión, expresado por la Mandataria argentina como el de “fijar una doctrina común” para el manejo y evaluación de los conflictos de seguridad que se suscitan entre los países miembros. Año y medio antes, la ocasión fue dada en la XX Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno del Grupo de Río, en Santo Domingo, donde se solventó momentáneamente la llamada “crisis andina” originada por la incursión militar colombiana, en territorio ecuatoriano, que acabó con la vida de alias Raúl Reyes, importante líder del secretariado de las FARC. 
Si bien Unasur pudo demostrar al menos cierto poder de convocatoria en la Cumbre de Bariloche no debe olvidarse que sólo semanas antes Colombia estuvo ausente de la reunión llevada a cabo en Quito, lo que hace suponer que Unasur se constituye actualmente más como una plataforma para la negociación que como una institución regional.

Así, se siguen observando procesos de integración fragmentados y profundamente marcados por el tinte ideológico que caracteriza la política latinoamericana de los últimos años. 

Armamentismo 

Aunque desarrollada dentro del contexto de la amenaza nuclear, la mayor de las carreras armamentistas de nuestros tiempos fue aquella que protagonizaron la URSS y los EE.UU. La Destrucción Mutua Asegurada (MAD por sus siglas en inglés que cobraban ilustrativamente además otro significado: loco) fue una doctrina fundamentada en la búsqueda de obtener ventajas militares posteriores a un ataque nuclear. 
Luego de evaluar las cifras en nuestra región, es difícil asomar una idea aproximada a una realidad similar al contexto anteriormente referido. Sí existen aumentos en los gastos militares, pero estos pueden y deben ser matizados y parcelados si se quiere llegar a comprender el fenómeno. 

A partir del cese de la era bipolar, aproximadamente desde 1987, los gastos mundiales en armamento comienzan a descender. Es luego del 11 de setiembre de 2001 que se da un crecimiento que nos ubica nuevamente en niveles similares a los de los últimos años de la Guerra Fría. Sin embargo, y como apunta el Instituto de Investigación para la Paz Internacional de Estocolmo (SIPRI, por sus siglas en inglés), los gastos militares en términos del PIB mundial no han aumentado de forma significativa en los últimos años, pasando de un 2,4% en 1998 a un 2,5 en el 2007.
Ahora bien, un acercamiento apresurado nos puede dar una noción difusa del tema. En este sentido, pensamos que lo relevante no es tanto el “cuánto”, sino el “en qué”. La región suramericana destina un promedio aproximado de 72% de su gasto militar a mantenimiento de personal, mientras que la OTAN por ejemplo no pasa del 40%. Según el Balance Militar de América del Sur elaborado por el portal Nueva Mayoría, Venezuela concretamente dedica el 75% de su presupuesto de defensa al personal, mientras que Colombia asigna 44% a este rubro. Esto ya plantea diferencias en cuanto a doctrinas y métodos. Con lo que no es difícil concluir que Venezuela no ha desatado un proceso de rearme frente a Colombia. 
De igual modo, entre los Estados latinoamericanos que más se arman, hay diferencias estratégicas significativas, así como otras operacionales. No hay que olvidar que Colombia enfrenta un conflicto interno de décadas, y su arsenal militar parece responder a ello, siendo el país de la región con más helicópteros, pero con ningún tanque dentro de su aparataje bélico. Así, Brasil, con una nueva responsabilidad en lo que comienza a conocerse como la Amazonia Azul, anuncia dotaciones en el orden de la marina de guerra, que será desplegada para dar seguridad a los yacimientos petroleros de este país. Venezuela por su lado, ha venido sustituyendo en estos últimos años su flota de aviones F-16 por los Sukhoi rusos, no sin añadir a las adquisiciones, un centenar de miles de fusiles Kalashnikov. 
En general se puede concluir que las compras de equipos y pertrechos militares parecen responder más a situaciones internas que a planes ofensivos frente a vecinos. 

El hecho factico es que de acuerdo a las cifras que manejan organismos como el SIPRI, no ha habido un incremento general en el gasto militar de acuerdo a montos relativos al PIB de los estados. Colombia parece ser el único de los cuatro países que son frecuentemente señalados como más proclives a la inversión militar, que sí ha dedicado más recursos a este rubro. Por tanto no es acertado afirmar que la región se encuentra inmersa en una carrera armamentista. 
Porcentaje del PIB dedicado a gastos militares
	
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008

	Chile
	3,4
	3,7
	3,7
	3,7
	3,8
	3,6
	3,7
	3,6
	3,7
	3,4
	3,7

	Colombia
	2,6
	2,8
	3,3
	3,7
	3,9
	4,3
	4
	3,9
	4,1
	4
	3,1

	Brasil
	1,7
	1,7
	1,8
	2
	1,9
	1,5
	1,5
	1,5
	1,4
	1,5
	1,7

	Venezuela
	1,6
	1,4
	1,5
	1,6
	1,2
	1,2
	1,3
	1,4
	1,6
	1,3
	1,2


Fuente: SIPRI

Más allá del gasto que se destina al aparato bélico de los Estados, es pertinente resaltar la relación que existe entre el gasto militar y el gasto social, concretamente en educación y salud. 
En la actualidad no existen conflictos bélicos entre países de la región que demanden una alta inversión pública constante en lo militar, es decir, las amenazas militares convencionales son las que menos atentan contra el ciudadano latinoamericano. Sin embargo, en muchos países de A.L. el gasto militar supera lo invertido en salud, tales son los casos  de El Salvador, Colombia, Ecuador, Bolivia y Perú. En otros casos llega a equipararse como en Chile y Venezuela. Ciertamente que la inversión social global no es superada por el gasto militar en ningún país latinoamericano, pero la diferencia entre lo destinado a lo social y a lo militar es estrecha. Esto lo podemos notar aun más si consideramos que en potencias militares europeas y miembros de la OTAN, que actualmente están involucrados en actividades bélicas en otros países (Irak, Afganistán, Pakistán) la inversión social supera ampliamente al gasto militar. Esta comparación  llama poderosamente la atención. 
Comparación del gasto público en las áreas: militar, educación y salud,                                         de los Estados Latinoamericanos y los miembros del Grupo de los 8
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* “World Factbook” de la Agencia Central de Inteligencia de Estados Unidos. (CIA) https://www.cia.gov/
** Organización para el desarrollo y la Cooperación Económica (OCDE), a excepción del dato de la Federación Rusa,  que corresponde a la red “Control Ciudadano” http://www.socialwatch.org/es/portada.htm

El tema nuclear

América ha defendido la no proliferación de armas nucleares en la región. Esta posición se materializó en el Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe de 1967 (más conocido como Tratado de Tlatelolco). En los últimos años, algunos países latinoamericanos han dado pasos hacia la constitución de acuerdos con otros países para el uso de energía nuclear. Entre las compras de armas realizadas a Francia por parte de Brasil, está la de un submarino de propulsión nuclear. Los franceses traspasarán la ingeniería del casco del buque, incluido el sector de los cajones del reactor, pero no así la tecnología para el reactor nuclear. Desde la capital Iraní, el presidente Hugo Chávez anunció la construcción de una "villa nuclear" conjuntamente con el régimen iraní, mientras que el gobierno ruso ratificó los acuerdos con Caracas para la instalación de un reactor y la exploración de uranio en territorio venezolano. El Presidente venezolano ha declarado públicamente que el desarrollo de la energía nuclear es con fines pacíficos y no militares.  Países como México, Argentina y Brasil tienen plantas termonucleares desde hace años sin que ello signifique una amenaza militar para sus vecinos.  
Estos pasos han prendido las alarmas, especialmente los acuerdos entre Venezuela e Irán en materia de energía nuclear. Los pasos operativos dados por Brasil son todavía más contundentes, aunque con menos retórica. 
Aunque ciertamente en América no hay una carrera armamentista nuclear, ni hay una vuelta atrás en cuanto a las posiciones del Tratado de Tlatelolco, tampoco existe una posición clara y discutida, y muchos menos acuerdos firmes, en cuanto a la producción y tipos de usos de la energía nuclear por nuestros países. 

II. CONCLUSIONES
Suramérica es un subsistema político-estratégico cuya principal influencia externa ha sido de manera tradicional la que proviene de los EE.UU. Este actor, sin embargo, ha dejado de prestar la atención que antes dispensaba a la región en tiempos de la Guerra Fría, lo que en su momento significó en términos militares infinidad de acuerdos en materia de dotación y adiestramiento de ejércitos latinoamericanos por parte de los norteamericanos, en un contexto en el que Estados Unidos promovía la figura del comunismo soviético y cubano como enemigo regional común. 
Terminado ese enfrentamiento de carácter ideológico, vuelven a ser visibles los factores de índole más realista: intereses nacionales, problemas de seguridad interna o reivindicaciones territoriales no resueltas, con el añadido ideológico, ahora endógeno, es decir, que aflora dentro de la propia región. El espacio que ha dejado poco a poco Estados Unidos se va llenando con la presencia de Brasil, que hasta el momento no había exhibido mayor vocación de líder regional, aunque sus características parecen llamarlo a ello. 
La región debe comprender que la integración y la seguridad no son alternativas, sino complementos de un mismo proceso de avance integral. Deben además todos los actores de nuestras sociedades en su conjunto asumir el hecho de que la defensa es sólo una parte de la Seguridad de nuestros Estados, y que compete tanto al estamento militar como al civil. En este sentido, la participación en el diseño de políticas de seguridad debe necesariamente considerar los aportes que desde los cuarteles, pero también desde las academias, las universidades, las organizaciones no gubernamentales y los institutos especializados se hagan.  
El peligro más importante que afrontan los estados latinoamericanos en materia de seguridad está relacionado con la producción de narcóticos y estupefacientes,  el narcotráfico, el comercio ilegal de armas y la regionalización del conflicto armado colombiano. Estas prácticas generan la proliferación de grupos, más o menos desarrollados organizacionalmente, que penetran los Estados y la vida social en general para imponer sus intereses al margen de la ley. Para enfrentar estas situaciones el componente de defensa militar es necesario, pero no es el único y ni el más importante, pues están involucradas otras variables de orden político e institucional que requieren el concursos de otros actores. Por lo que sería un grave error justificar unilateralmente una carrera armamentista y militarista en nombre de estos flagelos.
Nuestros países deben atender los temas que se refieren a la seguridad desde una perspectiva más humana, dándole la vuelta a las formas tradicionales de abordarlos, ya no desde un concepto negativo de paz, entendida como la ausencia de conflictos vivos, sino como un proceso positivo de paz, que esté estrechamente ligada a la construcción de dinámicas de interdependencia y relaciones basadas en la confianza. Para esto, el nivel de madurez política y visión de nuestros gobernantes es condición fundamental. De lo contrario la región correrá, o corre ya, el riesgo de enfrentar escenarios difíciles como el de pronunciados desequilibrios que minan los procesos de integración, o aquellos impregnados por el llamado por algunos dilema de la seguridad, que mucho tiene que ver con aquella situación referida al MAD. 
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